Jairo Echeverry Restrepo Vs Colpensiones Rad. 66001-31-05-001-2017-00329-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 28 de octubre de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-001-2017-00329-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Jairo Echeverry Restrepo 

Demandado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Primero Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE VEJEZ / RÉGIMEN DE TRANSICIÓN / LEY 71 DE 1988 / REQUISITOS / 20 AÑOS DE SERVICIOS QUE EQUIVALEN A 1.208,57 SEMANAS / INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA DE LA PENSIÓN DE VEJEZ / NO ES PRESCRIPTIBLE.
Dispone el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, que a partir de la vigencia de dicha ley, “los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social… y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer”.

En consecuencia, además de la edad prevista (60 o 55 años según se trate de hombre o mujer) para acceder a la pensión por aportes se requiere acreditar 20 años de aportes, que en términos de semanas representa 1028,57, si se toman años de 360 días, o 1042,85, si se tienen en cuenta años de 365 días. (…)
En cuanto a la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez solicitada subsidiariamente por la parte actora, tal y como lo establece el artículo 37 de la Ley 100 de 1993, la misma se causa en la medida en que el afiliado haya llegado a la edad mínima y no hubiere alcanzado la densidad de tiempo para obtener la pensión de vejez, como sucede en este caso, por lo que tiene derecho el señor Jairo Echeverry Restrepo a que se le reconozca y pague la referenciada indemnización por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones, siendo preciso recordar que esta Corporación a partir de providencia de 3 de febrero de 2016 dentro del proceso promovido por la señora María Gloria Vásquez Hoyos en contra de la aquí accionada, cambió su precedente en el sentido de acoger la postura de la Corte Constitucional consistente en darle el carácter de imprescriptible a la indemnización sustitutiva de la pensión, razón por la que no es posible declarar probada esa excepción de mérito formulada por la Administradora Colombiana de Pensiones.
ACLARACIÓN DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Mi respetuosa aclaración en el presente caso se dirige a resaltar que a pesar de que considero que es procedente aplicar el precedente sentado por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-769 de 2014 –que avaló la posibilidad de conjugar cotizaciones realizadas en los sectores público y privado para acceder a la pensión de vejez enmarcada en el Acuerdo 049 de 1990–, en el caso de marras no se dan los presupuestos establecidos en dicha normativa a efectos de conceder la pensión de vejez…

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, veintiocho de octubre de dos mil diecinueve, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el demandante JAIRO ECHEVERRY RESTREPO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, así como el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, proceso cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2017-00329-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Jairo Echeverry Restrepo que la justicia laboral declare que es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que cumple con los requisitos establecidos en la Ley 71 de 1988 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez a partir del 1º de enero de 2008, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor. Subsidiariamente pide que se le reconozca la indemnización sustitutiva de la pensión, su indexación y las costas procesales.
Refiere que: Nació el 4 de octubre de 1943, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 50 años de edad, cumpliendo la edad mínima el 4 de octubre de 2003; prestó servicios a favor de las siguientes entidades: Universidad Nacional de Colombia entre el 21 de enero de 1980 y el 31 de julio de 1980 Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana entre el 5 de diciembre de 1980 y el 14 de febrero de 1990, Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid entre el 4 de febrero de 1980 y el 19 de julio de 1982; en la historia laboral expedida por Colpensiones aparecen registradas 371,43 semanas cotizadas, dentro de las cuales no se encuentran reportadas las semanas en mora de los periodos de julio y agosto de 1997, julio de 2003, julio de 2004, julio de 2005, enero de 2006; sumando la totalidad de semanas cotizadas y de servicios prestados, para el 29 de julio de 2005 tiene 964.27 semanas, de un total de 1045,74 semanas que acredita en toda su vida laboral; el 16 de septiembre de 2016 solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez, la cual fue negada en la resolución Nº GNR49092 de 15 de febrero de 2017. 

Al contestar la demanda –fls.38 a 42-la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la fecha de nacimiento del actor y el contenido del acto administrativo por medio del cual le negó la pensión de vejez al demandante. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción” y “Declaratoria de otras excepciones”.

En sentencia de 28 de marzo de 2019, la funcionaria de primer grado determinó que no había lugar a sumar periodos adicionales a los reportados en la historia laboral allegada por Colpensiones, en atención a que se registraron correctamente las semanas efectivamente cotizadas por los empleadores, quienes oportunamente registraron las novedades de retiro. Posteriormente indicó que no era posible contabilizar el tiempo alegado por la parte actora como prestado a favor del Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid, ya que esa entidad dejó sin efectos legales el certificado de información laboral que había expedido el 13 de junio de 2011, expresando que no confirmaba ninguno de los tiempos allí relacionados.
Con base en esas aclaraciones y después de sumar las semanas efectivamente cotizadas al régimen de prima media con prestación definida con los tiempos de servicios prestados a favor de la Universidad Nacional de Colombia y el Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana, estableció que el señor Jairo Echeverry Restrepo, beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 por edad, tiene acreditadas un total de 882 semanas de aportes, las cuales resultan insuficientes para acceder a la pensión de jubilación por aportes establecida en la Ley 71 de 1988, motivo por el que absolvió a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones principales de la demanda.

A continuación declaró que el actor tiene derecho a que se le reconozca la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, prestación ésta que tiene el carácter de imprescriptible, razón por la que condenó a la entidad demandada a reconocer por dicho concepto la suma de $2.912.346, la cual deberá estar debidamente indexada al momento del pago.
Inconforme con la decisión, la parte actora interpuso recurso de apelación manifestando que los tiempos de servicios que fueron reportados por el Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid deben contabilizarse a efectos de reconocer la pensión de jubilación por aportes prevista en la Ley 71 de 1988.

De no accederse a esa petición, solicita que se revise la liquidación de la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez que le fue reconocida.

Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Se deben tener en cuenta los tiempos reportados por el Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid?
¿Tiene derecho el señor Jairo Echeverry Restrepo a que se le reconozca la pensión de jubilación por aportes que solicita?

De no ser así, ¿Estuvo correctamente liquidada la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez?
Con el propósito de dar solución al interrogante es del caso analizar el siguiente aspecto jurídico:

LEY 71 DE 1988.

Dispone el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, que a partir de la vigencia de dicha ley, “los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer”.

En consecuencia, además de la edad prevista (60 o 55 años según se trate de hombre o mujer) para acceder a la pensión por aportes se requiere acreditar 20 años de aportes, que en términos de semanas representa 1028,57, si se toman años de 360 días, o 1042,85, si se tienen en cuenta años de 365 días.

Así lo ha sostenido la Sala de Casación Laboral en sentencias de 24 de abril de 2013 radicación Nº 42.192, SL 5062 de 29 de abril de 2015 radicación No. 48298 y en la SL 13153 de 24 de agosto de 2016 radicación Nº 50.896 ésta última con ponencia del Magistrado Fernando Castillo Cadena, en donde señaló:

“Ahora bien, si la Corte analizara el asunto bajo el actual criterio jurisprudencia vertido en la sentencia CSJ SL, 4457-2014, 26 marzo 2014 rad. 43904, y a la luz de la Ley 71 de 1988, que también constituye una de las normatividades anteriores aplicables en virtud del régimen de transición, tampoco le asistiría derecho al demandante, toda vez que, de entender que el actor cotizó un total de 1.027 semanas, no cumple con la exigencia de 20 años de servicios del artículo 7 de la dicha normativa, los cuales equivalen a 1028,57 semanas..”
EL CASO CONCRETO

Como se aprecia en la copia de la cédula de ciudadanía visible a folio 11 del expediente, el señor Jairo Echeverry Restrepo nació el 4 de octubre de 1943, por lo que a 1º de abril de 1994, fecha en que entró en vigencia el sistema general de pensiones, él tenía cumplidos 50 años de edad, lo que lo hace beneficiario del régimen de transición dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

Al haber prestado sus servicios en los sectores público y privado, tal y como se desprende de la historia laboral allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.84 a 88- y de los certificados de información laboral que se ven a folios 12 y 15 del plenario, el actor se encontraba afiliado al régimen pensional previsto en la Ley 71 de 1988, que como se vio anteriormente, exige a sus afiliados hombres arribar a los 60 años de edad y acreditar 20 años de aportes entre los sectores público y privado.
En ese aspecto, considera la parte actora que a la densidad de semanas cotizadas en la historia laboral, se le deben sumar la totalidad de los periodos que el señor Echeverry Restrepo dice haber trabajado al servicio de la Universidad Nacional de Colombia, Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana del Ministerio de Vivienda y Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid.
En la historia laboral allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.84 a 88- se registran 377,43 semanas cotizadas interrumpidamente entre los años 1975 a 1977 y de 1997 a 2007.

En el certificado de información laboral emitido por la Universidad Nacional de Colombia –fl.12- se reconoce un periodo de servicios prestado por el actor entre el 21 de enero de 1980 a 31 de julio de 1980; mientras que en el certificado expedido por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio –fl.15- se reconoce como tiempo servido por el señor Jairo Echeverry Restrepo a favor del INURBE el comprendido entre el 5 de diciembre de 1980 y el 14 de febrero de 1990.

Ahora bien, en principio el Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid había certificado varios periodos de servicios prestados por el actor de manera discontinua entre los años 1980 a 1982, como se ve en el certificado con número consecutivo 997 de 13 de junio de 2011 –fl.71-, sin embargo, dicha entidad en comunicación Nº 31715401-201803003876 de 11 de octubre de 2018 –fl.70- informó que esa certificación, la 997 de 13 de junio de 2011, fue anulada, dejando sin efectos legales la información contenida en él, dejando nota expresa que dice “NO SE CONFIRMA NINGUNO DE LOS TIEMPOS”.
Bajo esas circunstancias, al haber sido anulado ese acto administrativo, no es posible tener en cuenta información contenida en él y por lo tanto no es dable sumar el tiempo de servicios que allí se había reportado a efectos de determinar si el accionante cumple con los requisitos para acceder a la pensión de vejez que solicita.

Así las cosas, a las 377,43 semanas cotizadas al régimen de prima media con prestación definida, se le deben sumar las 27.57 semanas de servicios prestados a favor de la Universidad Nacional de Colombia y las 479,86 semanas de servicios prestados a favor del INURBE, generándose un total de tiempos de aportes entre los sectores público y privado que corresponden a 884.86 semanas, esto es, 17,21 años que resultan insuficientes para acceder a la pensión de jubilación por aportes.

Ahora, si en gracia de discusión se tuvieran en cuenta los periodos de servicios que inicialmente había certificado el Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid, tampoco habría lugar a reconocer el derecho, como pasa a explicarse.

En la certificación anulada –fl.71- se habían reportado los siguientes periodos de servicios: 

a) 4 de febrero de 1980 a 30 de junio de 1980: Todo este periodo corresponde a semanas de servicios simultáneos con el tiempo de servicios prestado a favor de la Universidad Nacional de Colombia que ya se contabilizó y que transcurrió entre el 21 de enero de 1980 y el 31 de julio de 1980, por lo que no hay lugar a adicionar tiempo por este periodo a efectos de acreditar el tiempo de aportes exigido en la Ley 71 de 1988. Lo mismo sucede con los periodos reportados entre el 2 de febrero de 1981 al 6 de agosto de 1981, 26 de agosto de 1981 al 12 de febrero de 1982 y 1º de marzo de 1982 a 19 de julio de 1982, los cuales son simultáneos con el periodo de servicios en el INURBE que va desde el 5 de diciembre de 1980 al 14 de febrero de 1990.
b) El cuanto al periodo restante que va del 28 de julio de 1980 a 16 de diciembre de 1980, solamente se podrían tener en cuenta 18 semanas entre el 1º de agosto al 4 de diciembre de 1980, ya que del 28 al 31 de julio coinciden con tiempos de servicios con la Universidad Nacional de Colombia y entre el 5 y el 16 de diciembre son periodos simultáneos con los servicios prestados a favor del INURBE.

Así las cosas, de poder sumarse las 18 semanas adicionales de servicios a favor del Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid, el accionante acreditaría un total de 902.86 semanas de aportes, las cuales continuarían siendo insuficientes para acceder al derecho pensional reclamado.

Así las cosas, acertada fue la decisión de la funcionaria de primer grado en el sentido de absolver a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones principales de la demanda.

En cuanto a la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez solicitada subsidiariamente por la parte actora, tal y como lo establece el artículo 37 de la Ley 100 de 1993, la misma se causa en la medida en que el afiliado haya llegado a la edad mínima y no hubiere alcanzado la densidad de tiempo para obtener la pensión de vejez, como sucede en este caso, por lo que tiene derecho el señor Jairo Echeverry Restrepo a que se le reconozca y pague la referenciada indemnización por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones, siendo preciso recordar que esta Corporación a partir de providencia de 3 de febrero de 2016 dentro del proceso promovido por la señora María Gloria Vásquez Hoyos en contra de la aquí accionada, cambió su precedente en el sentido de acoger la postura de la Corte Constitucional consistente en darle el carácter de imprescriptible a la indemnización sustitutiva de la pensión, razón por la que no es posible declarar probada esa excepción de mérito formulada por la Administradora Colombiana de Pensiones.
Conforme se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que integrará el acta que se levante con ocasión de esta audiencia, tiene derecho el señor Jairo Echeverry Restrepo a que se le reconozca por concepto de indemnización sustitutiva de vejez la suma de $2.700.674 y no la suma de $2.912.346 fijada en el curso de la primera instancia, valor que debidamente indexado asciende a $4.247.450; razón por la que se modificará el ordinal cuarto de la sentencia objeto de estudio.

De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por la parte actora y el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones 

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal CUARTO de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, en el sentido de CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer a favor del señor JAIRO ECHEVERRY RESTREPO por concepto de indemnización sustitutiva de la pensión la suma de $2.700.674, que debidamente indexada asciende al valor de $4.247.450.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.

TERCERO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN







        Aclara voto

Providencia: 


Sentencia del 28 de octubre de 2019

Radicación No.:


66001-31-05-001-2017-00329-01

Proceso:


Ordinario laboral 

Demandante:


Jairo Echeverry Restrepo

Demandado:


Colpensiones

Magistrado ponente:

Dr. Julio César Salazar Muñoz

Magistrada que aclara voto:

Dra. Ana Lucia Caicedo Calderón

ACLARACIÓN DE VOTO

Mi respetuosa aclaración en el presente caso se dirige a resaltar que a pesar de que considero que es procedente aplicar el precedente sentado por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-769 de 2014 –que avaló la posibilidad de conjugar cotizaciones realizadas en los sectores público y privado para acceder a la pensión de vejez enmarcada en el Acuerdo 049 de 1990–, en el caso de marras no se dan los presupuestos establecidos en dicha normativa a efectos de conceder la pensión de vejez, toda vez que al acumular la totalidad de aportes efectuados por el promotor de la litis en los veinte años anteriores al cumplimiento de los 60 años de edad, se advierte que él sólo cuenta con 466,67 semanas cotizadas, insuficientes para conceder el derecho pretendido.

De esta manera queda sustentada mi aclaración de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
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